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Pereira, abril veintitrés de dos mil nueve
Expediente 66001-22-13-004-2009-00042-00
Acta N° 158 de abril 23 de 2009
Procede la Sala a decidir la acción de tutela que Álvaro Alfonso Cardona Álvarez, por intermedio de apoderada judicial, ha instaurado frente al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el Juzgado Primero Civil Municipal de esa misma localidad y Amparo Cardona Londoño.
ANTECEDENTES
Por conducto de representante judicial, Álvaro Alfonso Cardona Álvarez demandó la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y a la administración de justicia vulnerados, dice, por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal con la sentencia de segunda instancia emitida el 10 de diciembre de 2008 que revocó la dictada el 9 de septiembre de esa misma anualidad por el Juzgado Primero Civil Municipal de esa localidad, proferidas ambas dentro del proceso ejecutivo “por obligación de no hacer” contra la señora Amparo Cardona Londoño.
Se aduce que el señor Cardona Álvarez adquirió en la sucesión intestada de su progenitor derechos en común y proindiviso sobre la finca La Sultana, ubicada en el municipio de Santa Rosa de Cabal, predio que ha permanecido abandonado durante muchos años salvo en un 10% aproximado de la finca que ha estado en posesión de Guillermo Antonio Valencia Cardona a quien le fueron negadas las pretensiones invocadas en un proceso de pertenencia iniciado en relación con el predio referido; que éste falleció el 13 de marzo de 2007 y a partir de allí su compañera permanente, señora Amparo Cardona Londoño, ha venido haciendo presencia, en forma irregular, por no poseer ningún título, en las posesión de su compañero fallecido, haciéndose pasar por dueña sin serlo e invadiendo otros sectores de la finca.

Agregó que en virtud del fallo que negó la prescripción adquisitiva de dominio, el aquí accionante y la propietaria mayoritaria de la finca decidieron hacer presencia física e iniciar la explotación agrícola del bien, respetando mejoras ajenas allí existentes de propiedad de la familia Patiño Cardona, de los señores Duque Henao y de la señora Amparo Cardona; en vista de ello, la accionada interpuso querella policiva por perturbación a la posesión frente a Alfonso Cardona, en la que se programó una inspección judicial en la que luego de que las partes propusieron fórmulas de arreglo, acordaron que ninguna haría algún “tipo de trabajo en la finca La Sultana excluyendo los lotes 1 en posesión de la Familia Patiño Cardona (copropietarios) y el lote 10 que venía siendo mejorado por los legítimos tenedores, señores Duque-Henao”, y que tal conciliación fue aprobada por el corregidor que hizo constar que la misma hacía tránsito a cosa juzgada ante las autoridades policivas y que su incumplimiento presta mérito ejecutivo ante las autoridades competentes.
Relató, además, que la señora Amparo Cardona inició trabajos en lotes diferentes a los que ostentaba para el día de la conciliación, lo que fue corroborado por testigos, así como la existencia de algunos semovientes y cabras que no se encontraban para la fecha del acuerdo; que ante el incumplimiento, el actor presentó en su contra demanda ejecutiva de obligación de no hacer, en la que se profirió sentencia el 9 de septiembre de 2008 ordenando seguir adelante con la ejecución, y que en caso de que no se cumpliera con la destrucción de los trabajos y mejoras respectivos se procedería de acuerdo con los perjuicios solicitados; que ese fallo fue apelado por la ejecutada, porque el juzgado no se pronunció sobre tales perjuicios y la demandada no tuvo, entonces, oportunidad de objetarlos; igualmente, porque  el acta de conciliación que se esgrimió como título ejecutivo carece de las exigencias legales del artículo 488 del C.P.C.; que el Juzgado Civil del Circuito revocó la sentencia de primera sede el 10 de diciembre de 2008 al considerar que el título aportado como base de la ejecución no cumplía con los requisitos de la norma en cita y condenó en costas a la parte demandante.
Precisó que la acción se promueve con el fin de que se amparen los derechos fundamentales al debido proceso y el acceso a la administración de justicia, para que se deje sin valor ese pronunciamiento y se ordene proferir un nuevo fallo en el que no se incurra en vía de hecho derivada de defectos procedimentales en los que se incurrió, en síntesis, porque el acta de conciliación celebrada y que sirve de soporte ejecutivo contiene las calidades exigidas para su validez conforme a lo establecido por los artículos “75, 76, 77, 78, 488, 502 y subsiguientes del Código de Procedimiento Civil”, y de existir alguna objeción o duda respecto del título debió ser considerado por el juez de primera instancia al admitir la demanda y no como razón principal para fallar en contra de las personas que sí se avienen a ley; que las demás pruebas recaudadas demuestran que la señora Cardona Londoño sí incumplió el acuerdo y que la alzada tuvo fundamento en una nulidad de carácter supralegal del artículo 29 de la C.N. por no haberse dado la  oportunidad de objetar los perjuicios porque el juzgado no se pronunció sobre los mismos en el “auto admisorio” , y que en relación con este punto el juzgado indicó que ello no constituía una causal de nulidad pero que debería ser tenida en cuenta en oportunidades posteriores, y que por ello no hizo un pronunciamiento debido sobre el particular; que, en consecuencia, el Juzgado Civil del Circuito no observó lo prevenido por el artículo 305 del C.P.C.
Se aduce igualmente en la demanda, que la misma se impetra como mecanismo transitorio porque no se dispone de otro medio de defensa judicial que ampare los derechos reclamados y con el fin de evitar los perjuicios irremediables derivados de la sentencia que se ataca. Luego de hacer referencia al principio de congruencia, expresa que unos fueron los planteamientos de las excepciones y otros distintos los consignados en el fallo que se cuestiona. 
Al escrito de tutela se aportaron copias del proceso en donde reposa la providencia que se reprocha.
Se dio trámite a la solicitud y se dispuso vincular al Juzgado Primero Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal y a la señora Amparo Cardona Londoño; a ellos y al juzgado demandado se les brindó término para pronunciarse; lo hizo únicamente, y en su propio nombre, la señora Cardona Londoño, para solicitar que se despacharan desfavorablemente las pretensiones del accionante, habida cuenta que el proceso se adelantó conforme a ley y que no se advierte ninguna violación al debido proceso.
Ahora se procede a resolver, previas las siguientes
CONSIDERACIONES

En ejercicio de la acción constitucional que prevé el artículo 86 de la Constitución Nacional, y con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, Álvaro Alfonso Cardona Álvarez demandó al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, porque estima que los mismos se le vulneraron con la emisión del fallo de segunda instancia calendado a diciembre 10 de 2008, que revocó el que había dictado, a su favor, el Juzgado Primero Civil Municipal de esa misma localidad el 9 de septiembre, en el proceso ejecutivo que adelantó contra Amparo Cardona.

Sea lo primero decir que el demandante precisó en su escrito que la acción se propone como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable (f. 197), con el fin exclusivo de que se ordene al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, que proceda a dictar una nueva sentencia (de segunda instancia) dentro del proceso ejecutivo por obligación de no hacer que el actor promovió contra Amparo Cardona Londoño, en la que no se incurra en vía de hecho por defectos procedimentales.
  
  


Pero un perjuicio irremediable, al decir de la jurisprudencia constitucional es aquel que “(1)  se produce de manera cierta y evidente sobre un derecho fundamental; (2) de ocurrir no existiría forma de reparar el daño producido; (3) su ocurrencia es inminente; (4) resulta urgente la medida de protección para que el sujeto supere la condición de amenaza en la que se encuentra; y, (5) la gravedad de los hechos, es de tal magnitud que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales.”
. Más recientemente 
 se han compendiado los elementos que estructuran un perjuicio de esta naturaleza en cuatro: 
“la inminencia,  que exige medidas inmediatas, la urgencia que tiene el sujeto de derecho por salir de ese perjuicio inminente, y la gravedad de los hechos, que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales. La concurrencia de los elementos mencionados pone de relieve la necesidad de considerar la situación fáctica que legitima la acción de tutela, como mecanismo transitorio y como medida precautelativa para garantizar la protección de los derechos fundamentales que se lesionan o que se encuentran amenazados.”
  

  



En este caso, ni como mecanismo transitorio, ni de manera directa, procede el amparo impetrado, porque no hay ninguna certeza de que la actuación del Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal atente contra los derechos fundamentales cuya protección demanda el actor, mucho menos de que la respuesta a su actuación exija medidas inmediatas, urgentes o impostergables. 
Y es que desde 1992 cuando, con la sentencia C-543 se declaró la inexequibilidad de algunas normas del Decreto 2591 de 1991, viene haciendo carrera, se abrió paso lo que se dio en denominar las vías de hecho, conocidas hoy como causales especiales de procedibilidad de la acción de tutela sobre las que la Corte Constitucional ha dicho que:
“…todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia:  (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental;  (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución”. 
Eventos que ha definido así 
:

“i) Defecto sustantivo, orgánico o procedimental: La acción de tutela procede, cuando puede probarse que una decisión judicial desconoce normas de rango legal, ya sea por aplicación indebida, error grave en su interpretación, desconocimiento de sentencias con efectos erga omnes, o cuando se actúa por fuera del procedimiento establecido
. 

ii) Defecto fáctico:  Cuando en el curso de un proceso se omite la practica o decreto de pruebas o estas no son valoradas debidamente, con lo cual variaría drásticamente el sentido del fallo proferido
.

iii) Error inducido o por consecuencia: En la cual, si bien el defecto no es atribuible al funcionario judicial, este actuó equivocadamente como consecuencia de la actividad inconstitucional de un órgano estatal generalmente vinculado a la estructura de la administración de justicia
. 

iv) Decisión sin motivación:   Cuando la autoridad judicial profiere su decisión sin sustento argumentativo o los motivos para dictar la sentencia no son relevantes en el caso concreto, de suerte que puede predicarse que la decisión no tiene fundamentos jurídicos o fácticos
.

(v) Desconocimiento del precedente:  En aquellos casos en los cuales la autoridad judicial se aparta de los precedentes jurisprudenciales, sin ofrecer un mínimo razonable de argumentación, de forma tal que la decisión tomada variaría, si hubiera atendido a la jurisprudencia
. 

(vi) Vulneración directa de la Constitución: Cuando una decisión judicial desconoce el contenido de los derechos fundamentales de alguna de las partes, realiza interpretaciones inconstitucionales o no utiliza la excepción de inconstitucionalidad ante vulneraciones protuberantes de la Carta, siempre y cuando haya sido presentada solicitud expresa al respecto
”.
Lo que plantea el actor es que el Juzgado Civil del Circuito incurrió en defectos procedimentales que compendió así: que el acta de conciliación presentada como recaudo ejecutivo cumple las condiciones exigidos por los artículo 75 a 78, 488 y 502 del Código de Procedimiento Civil y si había algún reparo sobre él así lo debió considerar el juez de primera instancia al admitir la demanda, pero no se puede aducir su deficiencia al momento de fallar; que hay pruebas en el proceso que demuestran que la señora Amparo Cardona Londoño incumplió el pacto adquirido ante la Corregiduría de Santa Bárbara de abstenerse de realizar trabajos en la finca La Sultana; que la apelación de la sentencia tuvo como sustento la falta de oportunidad de la ejecutada para pronunciarse sobre los perjuicios solicitados por el allí demandante y, sin embargo, el juez de segundo grado ningún pronunciamiento hizo sobre ese particular en el fallo; y que, en últimas, no observó lo prescrito por el artículo 305 del estatuto procesal civil, como quiera que decidió sobre asuntos que no fueron objeto de debate en todo el proceso.

De allí surge que no solo se trata, en su sentir, de un defecto procedimental, sino de los denominados sustantivo y fáctico, por la aparente inaplicación del artículo 305 del C.P.C. y la indebida valoración de pruebas, respectivamente.

Para la Sala ninguno de estos defectos se ha estructurado, porque, de un lado, no se denuncian deficiencias propias del procedimiento que pudieran haber afectado los intereses del demandante; por el contrario, sujeto a todas las formalidades propias del asunto debatido, en el proceso se le brindó a las partes la oportunidad de ejercer su derecho de defensa, con la posibilidad de pronunciarse en cada fase sobre las vicisitudes que hallaran y frente a las cuales tuvieran reparos.
  



Y del otro, no puede olvidarse, y es lo que no tiene en cuenta el accionante, que cuando de procesos ejecutivos se trata, todo análisis que se haga, ya en el auto que libra o niega el mandamiento ejecutivo, ora en las sentencias de primer y segundo grado, debe partir de la valoración del documento que se aporta como base de la ejecución, para establecer, en cada oportunidad si, en los términos del artículo 488 del C. de P. Civil, proviene del deudor, por un lado, y por el otro, si contiene una obligación clara, expresa y exigible que permita llevar a cabo la ejecución.  No es, pues, el auto que libra la orden ejecutiva, determinante en el proceso para calificar la idoneidad del título, porque si allí no se detecta alguna falencia, ella puede sacarse a relucir en la decisión que fondo que ocupe al funcionario que corresponda, sea en primera o segunda instancia.

   



De la lectura de la sentencia emitida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa queda claro que eso fue lo que hizo la funcionaria: valorar si estaba en realidad frente a un título que prestara el mérito suficiente para respaldar la ejecución que se dispuso en primera instancia, lo que debe hacer el juez de alzada con total independencia de los argumentos que exponga el recurrente. Dicho de otra forma, cualquiera que sea la sustentación del recurso de apelación de una sentencia en un proceso ejecutivo, antes de ocuparse de ella debe el juez analizar el título mismo y sólo si halla que se ajusta a aquellas prescripciones legales, puede entrar en el análisis de lo que es materia de apelación. 

   



Esa forma de decidir, por parte del Juzgado Civil del Circuito, luego de una detallada y fundada explicación,  encontró su soporte en el hecho de que, efectivamente, el título que se adosó (acta de conciliación), no se avenía a los aludidos requisitos del artículo 488 del Código de Procedimiento Civil, como que no aparecían determinadas cuáles eran las mejoras que por virtud de la actuación de la demandada tenían que destruirse o qué trabajos eran los que debía abstenerse de seguir realizando, o en qué terrenos se estaban llevando a cabo, además de que tampoco se precisó el plazo en que debía cumplirse el acuerdo celebrado. 

  



De manera que no puede atacarse de incongruente una sentencia en un proceso ejecutivo por el hecho de que se ocupe del título allegado, porque, en todo caso, sea él objeto o no de la apelación, le obliga al juez señalar si se ajusta a aquellos presupuestos o no, último caso en el cual nada tendrá que decidir sobre los fundamentos de la impugnación, si ellos mismos no están dirigidos a atacar dicho título.  

   



Ahora, que hubiera aprovechado la misma sentencia para llamar la atención sobre algunas irregularidades que observó en el trámite del proceso, caso de los perjuicios, no implica tampoco que su fallo sea incongruente; es una labor académica que se cumple cabalmente por parte del superior funcional. 

  



Más aún; no se puede sostener que en el proceso hubo suficiente material probatorio para demostrar el incumplimiento por parte de la demandada y que por ello se incurrió en el defecto fáctico deducido, porque también es claro que en los procesos ejecutivos la obligación tiene que ser clara, expresa y exigible desde el momento mismo de la demanda, no se puede completar el título durante el trámite, porque no se trata de un proceso ordinario, sino ejecutivo. 

Aunque para el actor las apreciaciones del juez no sean admisibles, en la medida en que constituyen una alternativa probable de solución del problema planteado y no se muestran arbitrarias, antojadizas o descabelladas, no le abren margen para utilizar la acción de tutela como si se tratara de una instancia adicional en los procesos, que no lo es.

  



Es decir, en últimas, que ninguno de los defectos que planteados en el escrito de tutela se ha presentado en este caso, lo que dará lugar a que el amparo sea negado, sumado a ello, si se quiere, que tratándose de una discusión en cuanto a la propiedad y posesión de un bien inmueble, cuenta el accionante con otros mecanismos judiciales de defensa para dirimir la situación a través del juicio que estime conducente acorde con la calidad que ostenten las partes (pertenencias, reivindicatorios, posesorios, por ejemplo).  De suerte que aunque frente al proceso ejecutivo no halle más alternativas porque ya se le puso fin a la segunda instancia, a su alcance tiene otras para solucionar sus diferendos con la señora Cardona Londoño.

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Álvaro Alfonso Cardona Álvarez, contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el Juzgado Primero Civil Municipal de esa misma localidad y Amparo Cardona Londoño.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                    CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS









� Sentencia T- 600 de 2002. 


� Sentencia T-080 de 2009


� Ver Sentencias T-225 de 1993 MP Vladimiro Naranjo Mesa; SU-544 de 2001 MP. Eduardo Montealegre Lynett; SU- 1070 de 2003 MP. Jaime Córdoba Triviño; T-143 de 2003 MP. Manuel José Cepeda; T-373 de 2007 MP. Jaime Córdoba Triviño. 


� Sentencia T-052/07


� Sobre defecto sustantivo pueden consultarse las sentencias T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU.159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02, entre otras.


�  Sobre defecto fáctico, pueden consultarse las siguientes sentencias: T-260/99, T-488/99, T-814/99, T-408/02, T-550/02, T-054/03


�  Al respecto, las sentencias SU-014/01, T-407/01, T-759/01, T-1180/01, T-349/02, T-852/02,  T-705/02


�  Sobre el particular, pueden consultarse las sentencias: T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU.159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02


�  En la sentencia T – 123 de 1995, esta Corporación señaló:  "Es razonable exigir, en aras del principio de igualdad en la aplicación de la ley, que los jueces y funcionarios que consideren autónomamente que deben apartarse de la línea jurisprudencial trazada por las altas cortes, que lo hagan, pero siempre que justifiquen de manera suficiente y adecuada su decisión, pues, de lo contrario, estarían infringiendo el principio de igualdad (CP art.13). A través de los recursos que se contemplan en cada jurisdicción, normalmente puede ventilarse este evento de infracción a la Constitución”. Sobre este tema, también la sentencia T – 949 de 2003.


�  Sentencias T – 522 de 2001 y T – 462 de 2003. 
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